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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO  
NÚMERO 08 DE 2016 SENADO

por medio del cual se crea un Tribunal Nacional  
de Paz.

235 A
Créase un Tribunal Nacional de Paz que sesionará 

durante doce años y tendrá como función principal, 
a solicitud de la parte interesada, asumir los procesos 
judiciales y revisar, en única instancia, las sentencias 
condenatorias proferidas por los tribunales ordina-
rios contra los miembros de la Fuerza Pública, por 
eventuales delitos cometidos en servicio activo y con 
ocasión del mismo, a partir del 1  de enero de 1980 y 
hasta la fecha de entrada en vigencia del presente acto 
legislativo. También asumirá los procesos judiciales y 
revisará las sentencias proferidas contra civiles por 
hechos relacionados con el orden público, y delitos po-
líticos y conexos. Se excluyen de esta última categoría 
a los miembros de grupos armados al margen de la ley.

A tal efecto, este Tribunal deberá proferir las sen-

cada uno de los casos y actuará como máximo orga-
nismo judicial de cierre en relación con los procesos 
actualmente en curso y los que se abran durante el 
período de su vigencia, tratándose del mismo tipo 
de delitos. En ningún caso las penas de prisión de 
dichas sentencias podrán ser mayores de cinco años, 

serán excarcelables.

235 B
Los integrantes del Tribunal Nacional de Paz, 

quienes deberán tener una hoja de vida intachable 
y comprobadas capacidades académicas en materia 
jurídico-penal, deberán reunir las mismas calidades 

señaladas en el artículo 232 y recibirán igual remu-
neración que los funcionarios allí indicados.

No obstante, no podrán formar parte de dicho 
organismo quienes, a cualquier título, se hayan des-
empeñado o sean magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de 
Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial u orga-
nismos equivalentes, o quienes hayan sido o se des-
empeñen como Fiscales o Procuradores delegados 
ante dichos organismos.

Los magistrados escogidos para integrar el Tribu-
nal Nacional de Paz, serán designados para cumplir 
períodos personales de cuatro años improrrogables.

235 C
El Tribunal Nacional de Paz estará integrado, de 

forma permanente, por un número de nueve magis-
trados, formará parte de la rama judicial del poder 
público y gozará de autonomía administrativa, pre-
supuestal e investigativa.

Dicho Tribunal estará conformado por triadas es-
cogidas por los decanos titulares de las veinte facul-
tades de Derecho con mayor número de estudiantes 
matriculados de las universidades públicas y priva-

al respecto emita el Ministro de Educación Nacional; 
-

les de la Fuerza Pública en uso de buen retiro.

235 D
Para el cabal desarrollo de sus funciones, el 

Tribunal Nacional de Paz operará con base en los 
principios de independencia, oralidad, celeridad, 
concentración y economía procesal y probatoria; 
además, emitirá las sentencias de reemplazo o las 



contra las cuales no procederá recurso alguno y se-
rán de ejecución inmediata.

En la actuación se observarán los principios de 
legalidad y dignidad de la persona humana y demás 
postulados que, al limitar el ejercicio de la potestad 
punitiva del Estado, conforman el programa penal 
de la Constitución.

El Sistema Nacional de Defensoría Pública ads-
crito a la Defensoría del Pueblo, de forma priorita-

representación de los intereses de los procesados o 
condenados de que tratan los artículos anteriores, 
que así lo soliciten.

235 E
Quienes al momento de expedirse el presente acto 

legislativo hayan purgado cinco o más años de pri-
sión por delitos de los que trata este acto legislativo, o 
hayan cumplido al menos la quinta parte de su con-
dena, quedarán en libertad de inmediato. Quienes 
estén o lleguen a ser procesados por esos delitos serán 
puestos en libertad provisional hasta que el Tribunal 

En cualquier caso, las condenas emitidas por di-
cho Tribunal deberán purgarse en los sitios de re-
clusión asignados para tal efecto.

vencidos en juicio los condenados por el Tribunal Na-
cional de Paz deberán contar la verdad, pedir perdón 
a las víctimas y ofrecer garantías de no repetición.

235 F
El Tribunal Nacional de Paz tendrá plena auto-

nomía administrativa, presupuestal e investigativa 
para asumir los casos que considere de su compe-
tencia, dentro del ámbito de los artículos anteriores.

Una ley reglamentará las diversas 
materias sobre las cuales versan los artículos ante-
riores, en especial las atinentes a la conformación, 
constitución y organización del Tribunal Nacional 
de Paz, su planta logística administrativa e inves-
tigativa, y el procedimiento que debe gobernar las 
distintas actuaciones judiciales.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
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Alfre-
do Rangel, Thania Vega, León Rigoberto Barón, María 
del Rosario Guerra, Jaime Amín Hernández, Fernando 
Araújo, Susana Correa, Carlos Felipe Mejía, Daniel 
Cabrales, Éverth Bustamante, Orlando Castañeda.

Gregorio Eljach Pacheco.

por medio del cual se 
crea un Tribunal Nacional de Paz

Alfredo Rangel, Thania Vega, León Rigoberto Barón, 
María del Rosario Guerra, Jaime Amín Hernández, 
Fernando Araújo, Susana Correa, Carlos Felipe Me-
jía, Daniel Cabrales, Éverth Bustamante, Orlando 
Castañeda

Gregorio Eljach Pacheco.

Gaceta del Congreso.

Mauricio Lizcano Arango.

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *
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Política de Colombia y se dictan otras disposiciones.

Objeto

Inciso 3°

tres
diecisiete

tres s
y dos de educación media.

Vigencia

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Obligatoriedad de la educación media
Armonización de la Ley 1753 de 2015 con la 

Constitución Política Nacional
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Obligatoriedad de la educación me-
dia

Constitucionalización de la jurisprudencia en 
educación media.

La educación formal, preescolar de tres gra-
dos, es un derecho fundamental para todos los niños 
y niñas de Colombia

.

.

.

“(...) 
epítome de la indivisibilidad y la interdependencia de 
los derechos humanos”.

.

.

.

“(...) entre los cinco y los quince años de edad y 



que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y 
nueve de educación básica.

 
ibídem

la educación es un derecho 
fundamental de todos los menores de 18 años .

inclusivas no restrictivas,
contenido mínimo que el Estado 

debe ampliar progresivamente:

ibí-
dem

no 
pueden tomarse como criterios excluyentes, sino in-
clusivos.

.

El principio de progresividad en el derecho a 
la educación.

.

1. Cada uno de los Estados partes en el presente 
pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por se-
parado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, 
hasta el máximo de los recursos de que disponga, para 
lograr progresivamente, por todos los medios apropia-
dos, inclusive en particular la adopción de medidas 
legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí 
reconocidos

“(…) compromiso que en sí 
mismo no queda condicionado ni limitado por ninguna 
otra consideración

“(…) el Comité es de la opinión de 
que corresponde a cada Estado parte una obligación 
mínima de asegurar la satisfacción de por lo menos 
niveles esenciales de cada uno de los derechos”.

El artículo 18 de la Ley 115 de 1994 dispone lo 
siguiente:

Ampliación de la atención El nivel de 
educación preescolar de tres grados se generalizará en 
instituciones educativas del Estado o en las institucio-
nes que establezcan programas para la prestación de 
este servicio (...).

El artículo 20 del Decreto 2247 de 1997 señala 
lo siguiente

Artículo 20. Las instituciones educativas estatales 
que estén en condiciones de ofrecer además del grado 
de transición, los grados de prejardín y jardín, podrán 
hacerlo, siempre y cuando cuenten con la correspon-

de conformidad con lo dispuesto en el correspondiente 
plan de desarrollo educativo territorial. (...).
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El preescolar de tres grados, como nivel es-
.

“(…) ofrecida al niño para su desa-
rrollo integral en los aspectos biológico, cognosciti-
vo, sicomotriz, socioafectivo y espiritual, a través de 
experiencias de socialización pedagógicas y recrea-
tivas”

El artículo 3° del Decreto 2247 de 1997 estable-
ce:

Artículo 3°. Los establecimientos educativos, es-
tatales y privados que presten el servicio público de 
educación preescolar, deberán hacerlo, progresiva-
mente, en los tres grados establecidos en el artículo 
2° de este decreto, y en el caso de los estatales, lo 
harán, atendiendo lo dispuesto en los artículos 19 y 
20 de esta misma norma

.

debe ir ampliándose 
progresivamente hasta alcanzar una cobertura de 
tres grados: prejardín, jardín y transición



En América Latina se superan desigualdades 
en educación preescolar, en Colombia se mantie-
nen.

COLOMBIA
1.509.96412 niños 

de tres y cuatro años no tuvieron el derecho a la 
educación preescolar

MÉXICO

La educación preescolar, 
primaria y la secundaria conforman la educación 
básica obligatoria.

para todos en los siguientes plazos:

Las polí-
-

lización, diseño y gestión

.

ARGENTINA

.

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL Ley 27.045

Sancionada: diciembre 3 de 2014
Promulgada de hecho: diciembre 23 de 2014
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.
URUGUAY

“Artículo 7°. (De la obligatoriedad).- Es obliga-
toria la educación inicial para los niños y niñas de 
cuatro y cinco años de edad, la educación primaria y 
la educación media básica y superior. A tales efectos, 
se asegurará la extensión del tiempo pedagógico y 
la actividad curricular a los alumnos de educación 
primaria y media básica” .

VENEZUELA

.

.

La educación es obligatoria en todos 
sus niveles, desde el maternal hasta el nivel medio 

La impartida en las instituciones del 
Estado es gratuita hasta el pregrado universitario

.

Conveniencia del Proyecto de Acto Legisla-
tivo



Senén Niño, Éverth Bustamante, San-
dra Villadiego, Jorge Prieto, Rosmery Martínez, Iván 
Cepeda, Mauricio Aguilar, Susana Correa, Guillermo 
Santos, Eduardo Enríquez Maya, Alberto Castilla, Pa-
loma Valencia, Sofía Gaviria, Germán Varón Cotrino, 
Marco Aníbal Avirama, Doris Vega, Roosevelt Rodrí-
guez, Claudia López
Sandra Ortiz, Germán Navas, Alirio Uribe Muñoz

Gregorio Eljach Pacheco.

-

otras disposiciones

Senén Niño, Éverth Busta-
mante, Sandra Villadiego, Jorge Prieto, Rosmery Martínez, 
Iván Cepeda, Mauricio Aguilar, Susana Correa, Guillermo 
Santos, Eduardo Enríquez Maya, Alberto Castilla, Paloma 
Valencia, Sofía Gaviria, Germán Varón Cotrino, Marco 
Aníbal Avirama, Doris Vega, Roosevelt Rodríguez, Claudia 
López Sandra Ortiz, Ger-
mán Navas, Alirio Uribe Muñoz
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PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA  
NÚMERO 112 DE 2016 SENADO

por medio de la cual se crea el Registro Nacional 
de Ofensores Sexuales.

Objeto

 Ámbito de aplicación.

Delitos Sexuales

Delitos Sexuales contra Menores de Edad

Ofensor Sexual

Ofensor Sexual de Menores de Edad

Formato de Solicitud y Registro

Registro Nacional de Ofensores Sexuales: 

Nacional de Ofensores Sexuales: 

Principios

Dignidad Humana

Prelación de los Tratados Internacionales

Prelación de los Derechos de los Niños

Intimidad

Gregorio Eljach Pacheco.

Mauricio Lizcano Arango.

Gregorio Eljach Pacheco.



Buen Nombre y Honra. 

Derecho al Olvido: 

Del Registro Nacional de Ofensores Sexuales

Creación de Registro Nacional de 
Ofensores Sexuales. 

Contenido del Registro Nacional de 
Ofensores Sexuales

Privacidad de la información y ac-
ceso al sistema

Trámite para realizar el registro

Solicitud de información en el Regis-
tro Nacional de Ofensores Sexuales

Vigencia del registro
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Derechos y obligaciones de los inscritos  
en el Registro Nacional de Ofensores Sexuales

Derechos de los inscritos en el regis-
tro. 

Obligaciones de los inscritos en el 
registro. 

A. Actualización de Información. 

 
Nacional de Ofensores Sexuales

en el Registro Nacional de Ofensores Sexuales. 

Actualmente, no presenta antecedentes 
de delitos sexuales



Actualmente, no es requerido por ninguna 
autoridad judicial

de Antecedentes en el Registro Nacional de Ofenso-
res Sexuales. 

-
dentes en el Registro Nacional de Ofensores Sexua-
les

de Antecedentes en el Registro Nacional de Ofenso-
res Sexuales

Prohibición de contratar personas 
que tengan antecedentes en el Registro Nacional de 
Ofensores Sexuales

Entidad competente para imponer 
las sanciones

De las sanciones a las entidades que están obliga-
 

en el Registro Nacional de Ofensores Sexuales
Sanciones para entidades obligadas 

-
gistro Nacional de Ofensores Sexuales
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Agravante. 

Solidaridad. 

De las sanciones a los inscritos en el Registro Na-
cional de Ofensores Sexuales

Incumplimiento a la obligación de 

-

Término para establecer la regu-
lación

Solicitud de registro para trabaja-
dores actuales

Vigencia



EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes constitucionales y legales

Constitución Política de Colombia

“Este contenido normativo denota la intención 
del constituyente de colocar a los niños en un lugar 
primordial en el que deben ser especialmente pro-
tegidos, dada su particular vulnerabilidad al ser 
sujetos que empiezan la vida y que se encuentran 
en situación de indefensión, que requieren de es-
pecial atención por parte de la familia, la socie-
dad y el Estado y sin cuya asistencia no podrían 
alcanzar el pleno y armonioso desarrollo de su 
personalidad”1.

“La jurisprudencia de esta Corporación ha es-
tablecido unos criterios jurídicos relevantes a la 
hora de determinar el interés superior del menor 
en caso de que sus derechos o intereses se encuen-

-
sonas que de alguna manera se vean involucradas. 
El principio del interés superior del menor opera 
como el criterio orientador de la interpretación y 
aplicación de las normas de protección de la infan-
cia que hacen parte del bloque de constitucionali-
dad y del Código de la Infancia y la Adolescencia”2.

“Para establecer cómo se satisface el interés 
superior se deben hacer consideraciones de dos 
tipos: i) fácticas: referidas a las circunstancias es-

referidas a los parámetros y criterios estableci-
dos por el ordenamiento jurídico para promover 
el bienestar de los niños. Sobre este asunto, la 
jurisprudencia constitucional ha sido consistente 
en señalar que “las autoridades administrativas y 
judiciales encargadas de determinar el contenido 
del interés superior de los niños en casos particu-
lares cuentan con un margen de discrecionalidad 
importante para evaluar, en aplicación de las dis-
posiciones jurídicas relevantes y en atención a las 
circunstancias fácticas de los menores de edad im-
plicados, cuál es la solución que mejor satisface 
dicho interés”3.

Ley 679 de 2001
“…medidas de 

protección contra la explotación, la pornografía, el 
turismo sexual y demás formas de abuso sexual con 
menores de edad, mediante el establecimiento de 
normas de carácter preventivo y sancionatorio, y la 
expedición de otras disposiciones en desarrollo del 
artículo 44 de la Constitución

“Artículo 15. SIS-
TEMA DE INFORMACIÓN SOBRE DELITOS SE-
XUALES CONTRA MENORES. Para la prevención 
de los delitos sexuales contra menores de edad y el 
necesario control sobre quienes los cometan, pro-
muevan o faciliten, el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, el Departamento Administrativo de Segu-
ridad (DAS), el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar y la Fiscalía General de la Nación desarro-
llarán un sistema de información en el cual se dis-
ponga de una completa base de datos sobre delitos 
contra la libertad, el pudor y la formación sexua-
les cometidos sobre menores de edad, sus autores, 
cómplices, proxenetas, tanto de condenados como de 
sindicados.

El Departamento Administrativo de Seguridad 
y la Fiscalía General de la Nación promoverán la 
formación de un servicio internacional de informa-
ción sobre personas sindicadas o condenadas por 
delitos contra la libertad, el pudor y la formación 
sexuales sobre menores de edad. Para tal efecto se 
buscará el concurso de los organismos de policía 
internacional”.

 Ley 1336 de 2009

-
-

tución, el Sistema de Información sobre Delitos Se-
xuales contra Menores de que trata el artículo 15 

Superior de la Judicatura, quien convocará al Mi-
nisterio del Interior y de Justicia, al Departamento 
Administrativo de Seguridad (DAS), a la Policía, al 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a Me-
dicina Legal y a la Fiscalía General de la Nación 

presupuesto del Consejo Superior.
El Consejo Superior reglamentará el sistema de 

información, de tal manera que exista una aproxi-

instructivos uniformes de provisión de información. 
-

petencias administrativas precisas en relación con 
la operación y alimentación del sistema, incluyen-
do las de las autoridades que cumplen funciones de 
Policía Judicial, y dispondrá sobre la divulgación 
de los reportes correspondientes a las entidades en-

el sistema con base en la información que le sea su-
ministrada”.
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Derecho comparado

España

“un re-
gistro que se integra en el Sistema de registros admi-
nistrativos de apoyo a la Administración de Justicia, 
en el que se incluyen los datos relativos a la identi-

-
-

tra la libertad e indemnidad sexuales y trata de seres 

la pornografía, con independencia de la edad de la 
víctima “El 
Registro Central de Delincuentes Sexuales es un sis-
tema de información, de carácter no público y gra-

medidas de seguridad impuestas a aquellas personas 

contra la libertad e indemnidad sexuales o por trata 

incluyendo la pornografía”5.
“Prote-

ger a los menores contra la explotación y el abuso 
sexual, mediante un mecanismo de prevención que 
permita conocer si quienes sean condenados en sen-

-
pliquen el contacto habitual con menores 2) Faci-
litar la prevención, investigación y persecución de 
tales delitos .

“El 
Registro se alimenta de la información existente en 
el Registro Central de Penados y en el de Senten-
cias de Responsabilidad Penal de los Menores, por 
lo que los órganos judiciales no tienen que realizar 
ninguna inscripción añadida” .

.

acreditar la carencia de delitos de naturaleza sexual 
o, en su caso, la existencia de los mismos.

La solicitud, expedición y obtención de los cer-

de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudada-
nos a los servicios públicos”9.

-
cia de delitos de naturaleza sexual o, en su caso, la 
existencia de los mismos.

-

y la Ley 45 de 2015, de voluntariado establecen la 

del Registro Central de Delincuentes Sexuales para 
todos los profesionales y voluntarios que trabajan en 
contacto habitual con menores.

que se expide para trabajar habitualmente con me-

para poder trabajar con menores en otro país, debe-

apostillarlo o legalizarlo según el país donde deba 
surtir efectos legales”10.

Estados Unidos

Jacob Wetterling Crimes Against Chil-

Act

.

.

Adam Walsh Child Protection and Safe-
ty Act of 2006 (AWA)



.
Megan’s law

.

por lo me-
nos una vez a la semana”, “con nombres completos 
y foto reciente”, de “las personas que hayan sido 
condenadas en el último mes por cualquiera de los 
delitos contemplados en el Título IV ‘Delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexuales cuando 

Puerto Rico

Conveniencia del presente proyecto de ley
Conveniencia Social

.

.

Conveniencia económica

Conveniencia Jurídica

Hábeas Data 



G

Derecho al trabajo y a la libre escogencia de la 

“La jurisprudencia constitucional ha conside-
rado que la naturaleza jurídica del trabajo cuenta 
con una triple dimensión. En palabras de la Corpo-
ración la “lectura del preámbulo y del artículo 1º 
superior muestra que el trabajo es valor fundante 
del Estado Social de Derecho, porque es concebido 
como una directriz que debe orientar tanto las po-
líticas públicas de pleno empleo como las medidas 
legislativas para impulsar las condiciones dignas 

segundo lugar, el trabajo es un principio rector del 
ordenamiento jurídico que informa la estructura 
social de nuestro Estado y que, al mismo tiempo, 

legislador porque impone un conjunto de reglas mí-
nimas laborales que deben ser respetadas por la ley 
en todas las circunstancias (artículo 53 superior). 
Y, en tercer lugar, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 25 de la Carta, el trabajo es un dere-
cho y un deber social que goza, de una parte, de 
un núcleo de protección subjetiva e inmediata que 
le otorga carácter de fundamental y, de otra, de 
contenidos de desarrollo progresivo como derecho 
económico y social”20.

“El derecho a escoger libremente profesión u 
-

ra en dos direcciones: la primera, proyectada hacia 
la sociedad –es decir, que delimita las fronteras del 
derecho–, adscribe de manera exclusiva al legis-
lador, de un lado, la competencia para regular los 
requisitos que deben cumplir los aspirantes a ejer-
cer actividades que requieran capacitación técnica 

-
pondiente, así como las condiciones en que el ejer-
cicio de la misma puede ser sometido a inspección 
y vigilancia por las autoridades competentes. La 
segunda, de orden interno, se dirige expresamente 
a proteger el núcleo esencial del derecho a la esco-
gencia, de tal manera que no puede el legislador, 
sin lesionarlo, restringir, limitar o cancelar ese ám-
bito de inmunidad en el que no es posible injerencia 
alguna. Mientras la segunda de las garantías –la 
interna– es absoluta, es decir, opera igualmente 

se predica de las profesiones y de las ocupaciones, 

e impliquen un riesgo social”21.

La protección integral 
al menor en la Constitución de 1991 se constituye 
en primer lugar por un sistema general de princi-
pios y garantías establecidos para todas las perso-
nas donde se encuentran, entre otros, el principio 
de la dignidad humana, el derecho a la vida, a la 
integridad física, la salud, la seguridad social, la 

que se traduce en que dichos derechos son funda-
mentales y prevalentes”22. 

se consagró en la Constitución que 
la familia la sociedad y el Estado tienen la obliga-
ción de asistir y proteger al niño para garantizar su 
desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno 
de sus derechos .

en el caso en que un derecho de 
un menor se enfrente al de otra persona, si no es 
posible conciliarlos, aquel deberá prevalecer sobre 
este. Ahora bien, como lo ha señalado la jurispru-
dencia constitucional, ningún derecho es absoluto 
en el marco de un Estado social de derecho, por lo 
que es posible que en ciertos casos el derecho de un 
menor tenga que ser limitado. Sin embargo, el ca-
rácter prevalente de los derechos de los niños exige 
que para que ello ocurra se cuente con argumentos 
poderosos”24.

Derecho a la honra y el buen nombre



“Esta Corporación no ha hecho una separación 
-

chos a la honra y al buen nombre, pues los mismos 
se encuentran en una relación estrecha y la afecta-
ción de uno de ellos, por lo general, acarrea una le-
sión al otro. Bajo este entendido, se ha manifestado 
que el derecho al buen nombre cobija la reputación, 
mientras que la honra se estructuraría en torno a 
la consideración de que toda persona merece por 
su condición de miembro de la especie humana. De 
otra parte, se ha vinculado el derecho al buen nom-
bre a las actividades desplegadas de forma pública 
por alguien. Sosteniéndose que el mismo integraría 
la valoración que el grupo social hace de sus com-
portamientos públicos. En cambio, el derecho a la 
honra se ha utilizado para referirse a aspectos más 
relacionados con la vida privada de las personas y a 
su valor intrínseco”25.

Así las cosas, a excepción de los eventos en los 
que la ley disponga lo contrario, las autoridades es-
tán obligadas a borrar los datos de las personas que 
se sometieron al cumplimiento o a la prescripción 
de la pena

Facultad sancionadora de los entes territoriales

“El principio de legalidad, en términos genera-
les, puede concretarse en dos aspectos: el primero, 
que exista una ley previa que determine la conducta 
objeto de sanción y, el segundo, en la precisión que 
se emplee en esta para determinar la conducta o he-
cho objeto de reproche y la sanción que ha de impo-
nerse. Aspecto este de gran importancia, pues con él 
se busca recortar al máximo la facultad discrecional 
de la administración en ejercicio del poder sancio-
natorio que le es propio. Precisión que se predica 
no solo de la descripción de la conducta, sino de la 
sanción misma” .

Artículo 15 de la Ley 679 de 2001

Artículo 15. Sistema de información sobre de-
litos sexuales contra menores. Para la prevención 
de los delitos sexuales contra menores de edad y 
el necesario control sobre quienes los cometen, 
promuevan o facilitan, el Ministerio de Justicia y 
del Derecho, el Departamento Administrativo de 
Seguridad (DAS), el Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar y la Fiscalía General de la Nación 
desarrollarán un sistema de información en el cual 
se disponga de una completa base de datos sobre 
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delitos contra la libertad, el pudor y la formación 
sexuales cometidos sobre menores de edad, sus au-
tores, cómplices, proxenetas, tanto de condenados 
como de sindicados.

El Departamento Administrativo de Seguridad 
y la Fiscalía General de la Nación promoverán la 
formación de un servicio internacional de informa-
ción sobre personas sindicadas o condenadas por 
delitos contra la libertad, el pudor y la formación 
sexuales sobre menores de edad. Para tal efecto se 
buscará el concurso de los organismos de policía 
internacional.

Artículo 17 de la Ley 1336 de 2009

Artículo 17. Sistema de información delitos sexua-
-

ción, el Sistema de Información sobre Delitos Sexua-
les contra Menores de que trata el artículo 15 de la 

de la Judicatura, quien convocará al Ministerio del 
Interior y de Justicia, al Departamento Administrati-
vo de Seguridad (DAS), a la Policía, al Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar, a Medicina Legal y 
a la Fiscalía General de la Nación para el efecto. El 

Consejo Superior.

El Consejo Superior reglamentará el sistema de 
información de tal manera que exista una aproxi-

instructivos uniformes de provisión de información. 
-

petencias administrativas precisas en relación con 
la operación y alimentación del sistema, incluyen-
do las de las autoridades que cumplen funciones de 

de los reportes correspondientes a las entidades en-

el sistema con base en la información que le sea su-
ministrada.

Conclusión

Rosmery Martínez Rosales.

Gregorio Eljach Pacheco.

por medio de la cual se crea el Registro Nacional de 
Ofensores Sexuales, 

Rosmery Martínez Rosales. 

Gregorio Eljach Pacheco.

Gaceta del Congreso.

Mauricio Lizcano Arango.

Gregorio Eljach Pacheco.



PROYECTO DE LEY NÚMERO 95 DE 2016  
SENADO  

por medio de la cual se dictan disposiciones 
relacionadas con el ejercicio de la profesión de 

Abogado.

Vigencia y derogatorias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
advocatus 

“llamado en auxilio” 

persona con título de grado habilitado 
conforme a la legislación de cada país, que ejerce el 
Derecho en asistencia de terceras personas, siendo 
un auxiliar activo e indispensable en la administra-
ción de la Justicia de un país”.

Cuenta con una sólida formación teórica y 
está altamente capacitado para el diseño jurídico de 
los más variados emprendimientos locales, nacio-
nales e internacionales. Interviene en la resolución 

 judiciales y extrajudiciales, la función 
pública, la magistratura, la enseñanza y la investi-
gación.

un profesional es-
 

jurídicas

“justiciable”.

“apud acta” 
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abogados idóneos y de calidad.

Germán Varón Co-
trino Angélica Lozano, 
Carlos G. Navas, Carlos Jiménez, John E. Molina.

Gregorio Eljach Pacheco.

por medio de la cual se dic-
tan disposiciones relacionadas con el ejercicio de 
la profesión de Abogado, 

Germán Varón Cotrino
Angélica Lozano Correa, Carlos Germán 

Navas Talero, Carlos Abraham Jiménez, Rodrigo 
Lara Restrepo. 

Gregorio Eljach Pacheco.



Gaceta del Congreso.

Mauricio Lizcano Arango.

Gregorio Eljach Pacheco.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 116 DE 2016  
SENADO

por medio de la cual se adopta la Ley de Protección 
y Compensación al Denunciante de Actos de Co-
rrupción Administrativa en el Gobierno nacional y 

se dictan otras disposiciones.

 

Excepciones de aplicación en la ley

Requisitos de la queja o denuncia
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Competencia. 

Medidas de protección

Recompensas. 

Denuncia Temeraria

Multa



Difusión

Vigencia

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
“Es más fácil engañar a la gente, que conven-

cerlos que han sido engañados”
MARK TWAIN

la 
corrupción dinero fácil

Corrupción. 

echar a perder, depravar, da-
ñar, podrir

el abuso de poder público para ob-

Es el fenómeno por 
medio del cual un funcionario público es impulsado 
para favorecer interese particulares a cambio de 
una recompensa. Corrupto es por lo tanto, el com-
portamiento desviado de aquél que ocupa un pa-
pel en la estructura estatal (…) la corrupción es un 

e ilegítima

Satisfacción con la democracia
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Causas: 

Artículo 1°.

Artículo 2°. 

Artículo 6°. 

Artículo 21. 

Artículo 95. 



.

Artículo 228. 

Artículo 249. 

Artículo 267. 

Artículo 275. 

Ley 87 de 1993, por la cual se establecen normas 
para el ejercicio del control interno en las entidades 
y organismos del Estado y se dictan otras disposi-
ciones.

Ley 190 de 1995, por la cual se dictan normas 
tendientes a preservar la moralidad en la Adminis-

erradicar la corrupción administrativa.
Decreto 2232 de 1995, por medio del cual se re-

glamenta la Ley 190 de 1995 en materia de declara-
ción de bienes y rentas e informe de actividad eco-
nómica y así como el sistema de quejas y reclamos.

Decreto 2160 de 1996, por el cual se dictan nor-
mas para el funcionamiento de la Comisión Nacio-

de la Ley 190 de 1995.
Decreto 1681 de 1997, por el cual se fusiona la 

Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha contra 
la Corrupción a la Comisión Nacional de Moraliza-
ción.

LEY 412 de 1997, por la cual se aprueba la 
“Convención Interamericana contra la Corrup-
ción”, suscrita en Caracas el 29 de marzo de mil 
novecientos noventa y seis.

LEY 1474 DE 2011 por la cual se dictan normas 
orientadas a fortalecer los mecanismos de preven-
ción, investigación y sanción de actos de corrupción 
y la efectividad del control de la gestión pública.

CONVENCIÓN INTERAMERICANA  
CONTRA LA CORRUPCIÓN

“Convencidos de que la corrupción socava la le-
gitimidad de las instituciones públicas, atenta contra 
la sociedad, el orden moral y la justicia, así como 

Considerando que la democracia representativa, 
condición indispensable para la estabilidad, la paz 
y el desarrollo de la región, por su naturaleza, exige 
combatir toda forma de corrupción en el ejercicio de 
las funciones públicas, así como los actos de corrup-

Persuadidos de que el combate contra la corrup-
ción fortalece las instituciones democráticas, evita 
distorsiones de la economía, vicios en la gestión pú-
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Reconociendo que, a menudo la corrupción es 
uno de los instrumentos que utiliza la criminalidad 

-

Convencidos de la importancia de generar con-
ciencia entre la población de los países de la región 
sobre la existencia y gravedad de este problema, así 
como de la necesidad de fortalecer la participación 
de la sociedad civil en la prevención y lucha contra 
la corrupción”.

Función pública

-
tal” o “Servidor público

“Bienes

 



La Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos (OCDE

Château de la Muette,
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Estableció el día internacional de la lucha  
contra la corrupción

9 de diciembre” 

79.6 puntos, 
en una escala de 0 a 100, siendo el segundo país 
con mayor corrupción entre 25 países.

Carlos Rodríguez, co-director del Observatorio 
de la Democracia.

Fuentes: 

El Tiempo
El Heraldo

 Revista, Dinero



IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2016

C O N T E N I D O

Págs.

Guillermo Antonio 
Santos Marín.

Gregorio Eljach Pacheco.

por medio de la cual se adopta 
la ley de Protección y Compensación al denuncian-
te de Actos de Corrupción Administrativa en el Go-
bierno nacional y se dictan otras disposiciones,

Guillermo Antonio Santos 
Marín.

Gregorio Eljach Pacheco. 

Gaceta del Congreso.

Mauricio Lizcano Arango.

Gregorio Eljach Pacheco.


